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2 BoLE1'IN JuDICIAL 

SECCION DE-LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Dio~, Patria 1 Libertad. -República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE PE JUSTICIA. 

En~ nombre de la República. 

Sobre el recurso de casación inteqJuesto piw el señor IPrancisco rra­
gliamonte, comerciante, domiciliado en esta ciudad, contn1 sentencia de 
lá Co1·te de Apelación de tlanto Domingo, de fecha once ele octubre de mil ' 
novecientos diez i siete, que ¡·echaza la excepción de improcedencia, de· la 
apela•ción, pwpüest:1·por el intimado; o1·rlena b discusión del fondo, i cón­
dena al señor Tagliamonte al pago (le los costos. 

Vistóel Memorial depositado por el recurrente1 en el cual alega, 
co_ntn1 la sentenci<1 irnpugnada,la violación clel <tJ'tículo lo pán·afos 19 i 
3° del Cóclig·c¡ de Procedimiento Civil. ·_ 

Oido el infomie del mag·istr·ado Juez Rehttor·. 
O ido al abogado ·del rec~nente, Lic. A bigail Del :\lonte en su escrito 

de aleg.ltos i en sus-conclusiones. 
Oido al Dr. Hor·acio V. Vicioso, abog;1clo élel intimado, en su escrito 

ele réplica i en sus conclusiones. 
Otdo el dictamen clelnmgistrado Pt·ocu¡·aclol' General ele lc1 República. 
La Suprema Corte después de habe1~ delibe,·ado, i vistos los artículos 

19- párrafos 1° i ;3o; i 730 del Código de PI'Ocedimiento Civil; 48 de la lei de 
Organización Judicial i 71 de la, Lei sobre P1·ocPdimiento de Casación . 

. , Considerando: que en vi1·tud ele una o!'dena nza ejeeuti vn, ·del Juez de 
Primet·a InstancL-1 del distrito judicial de B~1I'<Lhona, expedida a solicitud 
del Ayunta,miento de la común cabecera de aquell:1 p1·ovincia, i previa in­
timación rnra el pago ele h suma de ciento veinte i cinco pesos, cua.renti­
cinco centavos, de drw~chos de patentes. le fué e m bar·gado al seño1· Fran­
cisco T:J.gliamonte un alambique del cual es propietario; que después de·· 
haber-le sido clenunciatlo el embargo, el señot' 'l1agliamonte intentó 
un<L dem LtlíLt inciden t. tl en nulid<L 1 del nnnrh11niento de 1ngo, del 
embat•go, ·i de los demá? actos que siguiel'on a és~e, lJl'incipalmente de la 
transcripción ele! ·mism'o.- . 

Consirle¡·;wdo: que el .Juzg;tdo de Prime1·a Instancia de Bar·ahona por 
sentencia de fech:t cuatro de junio de mil mwecientos diez i siete, anuló el 
mandamiento de pago, el embúgo i los demús actos que le siguie1·on; or· 
denól<t r·;tdiación del actadeembaro·o si babia sido t1·ascritn, i la. clenun-

;:;. ' . - ' . 
cia del mismo; i CDnuenó al Ayuntamiento tle B:n·ahom1 <ll pLLgo de los 
costos. · 

Consi.cle¡·ando: que el Ayunta;niento ele Buahnna inteqJuso recurso 
de ap¡:;lac1ón cot1t1·a la mencion:tc1a sentet1cia; i·el día ele la discusión poe 
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ante la Coete de S mto Domingo~ el a bogado del señot• Tagliamonte con­
ccluyó pidiendo que Se l'eChi1Z"tS8 «pOI' improcedente en J'az6n de !21, CUantía 
del irüet·és queella, entr·aña h apela.ción interpues-ta por el Ayuótamiento 
·de Ba.rabona». · 

Considerando: que la Oo1~te de Apelación pOI' su sentencia de fenh:1 
once de octubr·e de mil nrweeientos diez i siete rech·tzcS el pedimento del 
señor· Tagli'amonte; ot'denó «la disc-usión del fondo del asunto en litis»; i 
señaló ~l efecto la audiencia del veintiseis de noviembre. 

Considerando: que el rec·Jrr·ente en casación señor· Tag1iamonte fun­
da, su ¡·ecut·so en qu8 Lt sentencia. impugm1ch establece una distinción ile­
gal entre los casos en gu2 ~n el inc_iJente de embat·go inmobiliario-se discute 
la legitimidad o lct cnctnt[n, ele b deuda., i aquellos en. los cu;1les tan . solo 
se ataca el proce(hmiento; i eti que, en CJ·l.c>-c~ucnciu., L1 n:fisma sentencia, 
ha violado el al'tículo 1° pár·r'<Lfo.s lo i 3? del Código ele Pcocedimiento 
G.i vil. 

Considerando: que, por !'egla geuernl, los teibunales de pr·imera ins­
tan'cia sólo conocen de los asuntos de su competencia a c;.ugo de apela­
ción; salvo los casos en que, pot· disposició11 expresa de la ·leí, sus fallos 
son en últ.imo !'ecurso. 

Considerando: que según el artículo 48 de la Lei de Ot·ganización Ju­
{1icinl, Jos Juzgado::; de Pl'imera Instancia conocen en última instancia de 
las acciones cuyo intel'é.s pr·inci¡nl no ex~ed.t ele trescientos pesos oro. · 

Consicler·ando: que la demanda del señor Tagliamonte no versa.b:~. ni 
sobre la legitimidad ni sobre la cuantía de b deuda cuyo pago per·seguíit 
contr·a. él el Ayuntamiento, sino sobre la validez del mandamiento de pago• 
i de los actos subsiguientes; qne er'a de v;dM incleter·minado, i no podía, 
·estar sometido a la r·egla, del límite fijado por· el citado utíct.ilo 48 de la 
Lei c1e Or·ganización Juclici,LI, petra las demandas que fallan en último re-. 
·curso los tr·ibunales de Primera Instanci<L. 

Considel'ando: que siendo como es excep:3ional h competencia de los 
Tribunales, de Primera Intanci<t p<H<t fallar en último reeur·so no dehe 
.se1· extendida, por· VÍ<l ele inter·pretación, a otr·,¡s caso::; que los expresa­
mente determinados por la lei. 

Considerando: que la demanda en nulidu'l delmanda.miento de pago 
i de los ac;tos subsiguientes intentad<L p()!' el señor r_ragliam•>nte, fué una 
dem11nda incidental en el procedí miento de embargo seguitln contra él por 
el Ayuntamiento de Barabona;·que tales dem:ltldas son :tpt:>lables, excepto 
los casos expres<:tmente exceptu:1dos por el Código ele Procedimiento Ci­
vil; que esas excepciones no comprenden las demand:ts en nulidad del 
mandamiento de pago. 

Consider·;J,uclo: que, en consecuen·cia, la Corte pe ;\ pelaeión ele. Santo 
Domingo al rechaza!' la. excepción de improcedencia de la aptc>lación, del . 
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señor Tagliamonte no violó el artículo 1° pánafos 19 i 39 del Codigo de­
Procedimiento <Civil. 

Por tales motivos t·echaza. el recurso de casación in.tet•puesto por t>l 
señoP Ft·aneis.co T<lgliamonte i lo condena al pago de los costos. 

B. J. Castíllo.-A. Woss i Gil.-P. Báez La·vcistida.-M. de J. González JJL­
A. A1·redonclo 111-iura.-Andrés J. J.lfontolío . 

. La anteriot· sentencia ha sido dada i firmada l)Or los señores jueces 
que en ella figuran, en 1~ aud'iencia pública del primero de mayo oe mH 
novecientos djez i ocho, lo que yo, $ecretario General, certifico. · -

Vcta·vio Laildolfi. 

* 
LA S,UPREMA CORTE DE JUSTICIA. 

En nombre de la República. 

Sobre el recurso de casación inteqmesto por el señor José. Jol (chin~y 
contra. sentencia del Tribunal de Higiene ele la Pl'imet·a Circunsct·ipción 
de la común de Santo Domí'í-igo, de fecha diez i nueve de marzo de mil no­
vecientos diez Í OChO, que lo condena, j)OI' el hecho de at•rojar agua SUCÍa 
a la calle, a pagar dos pesos de mutta i los costos. 

Oido el informe del magistt·ado Juez Relatot'. 
Oído el dictamen del magistrado Pt·ocurador General de la República. 
La Suprema Corte después de haber· deliberado, i vistos los articulos. 

46 de la Lei de Sanidad; 43, inciso 1~ de la Lei de Policía, 47 i 71 de la Le 
sobr·e Pr·ocedimiento de Casación. 

- Considerando, que-según el ar·tículo 46 de la Lei de Sanidad, lc1s Al­
caldías, conocen, como Tribunales, de Higiene «de todas las contravencio­
nes a los acuer·dos., órdenes, disposiciones, pr·ovidencias i reglamentos de 
sanidad»; que por tanto, toda contravencic!n relativa a pt'escripcione.s le-

- ga.les de cara.cter sanitario es de la competen cía de las alcald fas en sus. 
fuñciorÍes especiales de tribunales de higiene.· 

-Considerando, q ne el Capítulo 1 V ,de ]a Leí de Policía, intitulado Or­
n¡lto e hi¡óene, c:om prende disposiciones que, como Jaque pl'ohi.pe el arro­
jar por· los caños de las casas aguas res id mtles sucias o corrompidas, de­
jando format· pant<mos en b boca de dichos caños,· son evidentemente­
de c::~ráctet· sanitar·io; i por· tanto la aplicación de la pemt en caso de con­
travención c01-responde al Tdbunal'de Higiene, que en c·onsecuencia la 
incompetencia propuesta por el inculpado por ante el Tribunal de Higiene­
¡ que invoca eomo.medio de chsasión es infLmdada. 

Considen1ndo, que el hecho de ar•rnj<tt· aguas ·sucias res id u a les o co­
rromp1das, pot' los c:afios ele hts casas, no consÜtu.ye por· si solo la contnt­
vención pt·evist<t pm· el inc·iso 12 del ~trtículo 4:3 de la Lei, de Policí;~, con­
forme al texto del mismo, que t·equier·e además que las aguas hayan si­
do dejadas que for·men p<tn tan o en Lt boca del caño. 
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Considerando, que ni en el parte del cabo de policía Manuel Tejeda, 
ni en el acta levantada por el Inspect01· de Sanidad Juan P. Mella, consta 
que las agúas sucias de jabón at·rójadas por el caño de la casa de José 
Jo!, hubiesen formado pantano: que faltando como falta ese elemento cons­
titutivo de la contravención, ésta no resulta legalmente establecida.i pro­
cede la casación de la sentencia. 

Considerando, que confot·meal artículo 4~ de la Lei sobt·e Procedi­
miento ele Casación, cuando las sentencias se casaren porque el hecho no 
es castigado por ninguna Lei, si no hay parte civil constituida no se dis­
pondt·á el envío del asunto a ningún tribunal. 

Pot· tales. moti vos, casa sin envío a ningún tribunal la sentencia dic­
tada por el rrribunal de Higiene de la Primera Circunscripción de Santo 
Domingo, que condena al nombe.1do José Jol a dos pesos de multa i pago 
de costos. 

R. J. Castillo.- Andrés J .. ilfontolío.-A. ihreclondo .JYiinra.-A. TVos8 i Gil.­
P. Baez Lavast-ida.-11[. de J. González Jlf. 

Dada i firmada ha sido la antel'ior sentencia, pot' los señot·es jueces 
que en ella figut·an, celebrando audiencia pública el día ocho de ma,yo de 
mil novecientos diez i ocho, lo que yó, Secl'etario General; certifico. 

* 
Octavio Landolfi. 

LA SUPREMA ,CORTE DE JUSTICIA. 

En nombre de· la República. 

Sobt·e la instancia dir·ijida al magistt·;ido Presidente de la, Supt·ema 
Corte de J usticía por el abogado Ledo. S,tl vado e O te m No lasco, en nom­
bre i r~pt·esentación de los señure~ Angel M. Delga.do Yepes, Jaime Y e­
pes, i J:osé Hernández Yepes, que concluye así: «En consecuenéia los' re­
currentes, pot· ót'gano del inft·a.scrito abogado, piden mui r·espetuosamen­
te, i por su digna mediación <1 la Suprema 001·te de Justicia, par·:t que se 
cligne, en vista de lns motivos expuestos, ot·denar la declinatoria del 
asuuto en cuestión, a fiu de que pt•eva.lezea la sentencia del Juzg:::tdo de 
Primen1. Insta.ncia de este Distrito Judicial, pam q ne la par·tición se ha-: 
ga en esta ciudad». . 

Visto el dict:tmen ·del magistt·ado Pr·oc·umdm· General de la República, 
que coneluye de este modo: «Es pot· estqs motivos que uo creemos proce­
dente la designacdón de jueces i os sometemos para su consider·ación la 
cuestión referente a la indicación». 

Vistos los documentos qu~ acompañan a h1 instancia arr-iba mencio­
nada. 

Resultando: que a r·equer·imiento de la «Habanet·o Lumbe1· Company» 
el Juzgado de Pdmera Iusta.ncia del Distrito Judicial de Azua dictó el día 
veinte i nueve de noviembre de, mU novecientos diez i seis una, sentenr;ia 

\ 

" 

,~ -
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por· la cucíl ordenó «la mensunt general i pat·tición clel predio denomina­
do «Arroyo Hondo», situado en la comün de San José de Ocoa, provincia 
de Azua», i.comisionó al notario público Rafael Comelio Matos, para que 
recibiese los títulos e intervinier·a en Jos procedim-ientos de partición. 

Resultando: que a r·equet'imiento de los señor·es Jaime Yepes, Angel 
Delgado Yepes i José Hernández Yepes, el Juzgado de Pl'imera Instancia 
de t3anto Domingo dictó en fecha vei,nte i cinco de octubt'e de mil nove­
cientos diez i siete, una sentencia pot· la, cual 01·denó la mensunt i parti­
ción de Jos terrenos comuneros denominados «Anoyo Hondo» u bica.dos 
en la común de Baní, provincia ele S;tnto Domingo», i dió comisión al nota­
rio F. Osear· Pobnco_ para que fLlera clepositat·io de los títulos i llenase lns 
demás formalidades req uel'idas por lct lei. 

'Resultando: que los señores .Jtdme Yepes, An~el Delgado Yepes i 
Manuel Hernández Yepes elev<Lron una itlstancin, a la Corte de Apelaci6n 
de Santo Domingo, pidiendo que, en vista ele que ellos solieitaron i obtu­
vieron del .Juzgado de S;mtó D<m1ingo b mens-ut'<t i p·tr·tición rlel sitio de 
«AnoyoHnndo>>, f que la mensura i par·tición del mismo sitio fué ordena­
da pot' el Juzgadode Pl'imera In.;;t:tncia de Azua, i en r·azón de que el no­
tario comisim~:tclopor este Juzg:.tdo «fué reducido n, prisión i se encuentt·a 
prevenido pot· el cdmen de f,dsed:td en e~ctitue;J pú,blic t», fuese resuelto 
el coafiicto disp:)uiéndose que h s,~nten;3Í:1 dict-td 1 p:H' el JuzgMln <le Pi·i. 
mer·;t lnsttnciu. de Smto Doming1 fuese la que t·ijiese la par·tición del 
menciona.do lug.tr. / 

Result:mJo: que la Corte ele Apelación de Santo Domingn, pot· senten­
ch de fech:t quinee de abl'il de mil novecientos diez i ocho falló: «1° que 
no,exi.ste el conflicto <'le jurist:Hcción señalado por Jos señores Jaime Y e­
pes, Angel Delg<tdo Yepes i M:1nuel H~1·ná.ndez Yepes en su instan~ia; 2° 
que mientr·as no se pr·uebe que h:tya sido r·evncada. o cleclar·ad<t Jeg<,llmen­
te caduca l.t sent3rwia del Juzgtdn de P1·imera. Inst;:¡,ncia, del Distt·íto Ju­
dici;tl de A:ma, que ordena la mensut'a de «ArToyo Hon(lo», debe ser eje­
cuta<ia. dicha sentencia, en su fonna i tenot'». 

La Suprema Corte después de h<1ber deliberado, i vistos los artículos 
63 ele b ConstitLlción; 168, 363 ¡ 130 del Código de Pr·ocedimiento Civil. 

Considerando: que lo que piden los demandantes señores AngP.l M. 
Delg:ulo Ye¡Jes; Jaime Yepes i José Hern{mdez Yepes, no es ni una de­
mand;t en declinator·in, que solo puede intentarse ante el mismo tribunal 
que se quiere desapoderar' de umt C<\USa llevada ante él; ni una demanda 
en design;tc·ión de jbeces, puesto que esto sólu procede cuando un mismo 
asunto b¡• sido lievado por'ante dos o mas tribunales distintos, i en tanto 
que ninguno de ellos la ha fallado aún; que el.1 el caso m'otívo de b solici­
tud ele los señores Y e pes, los dos Juzgados a los cmdes se pidió b men­
sur·a i p~•\tición tle «ArToyo Hondo», la ot·denaron confortne a lo pedido 
por los l't>quet·entes . 

. . 
. ' ~ . 
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Considerando: que b Suprem<1 Corte de Justicia no puede <;onocer ele 
ningún asunto sobr·e el cual haya recaído una sentencia Cle la Corte, de 
Apelaci'ín sino en los casos expresamente determinados en la Constitu­
ción en los cuales las Cortes dE> Apelación fallaran en pr·imera instancia; 
ni puede conocer· de las sent3ncias de las mismas Cot·tes sino en StJs fun-
ciones de Corte dé Casación. · 

Considerando: que el conflicto real o apar·ent·e, t·esultante de la coe­
xistencia de la srmten~L1 del Juzgado de Aztu, i c]e la del dé Santo Do- . 
mingo, que o1·denan la mensur·a i pa1·tición del mismo $itio comunem, 
según los demandantes, i comisionan a distintos notar· íos para las .. opem­
ciones consiguientes, fué resuelto por· L1 Cor·te de Apebción de Santo Do­
mingo; i que su sentencia no ha sido impugnada poi· ninguna. de las vías 
de der·echo; que pot· ta.nto e3 impr·ocedente lo que solicitan los menciona· 
dos demandantes ante la SupremaCot·te. 

Pot• tales motivos h Suprema. Corte de Justieia, ndministrándob en 
nombt~e ele la. Repúbliea i por autoridad de la. Lei, falla; 1° qué de5e re· 
chaza1~ i rechaza pot·-im procedente la demanda de los sei'íores Angel M. 
Delgado Yepas, Jaime Yepes i José He1'11ánclez Yepes para que prevaJez­
ca. la sentencia del Juzgado de Pr·imera.. Instancia de Sa'nto Dumingo a .qüe 
se refieren en su esct'ito; 2° que debe condenar i condena a lo"s mismos 
señor·es Ang·el M. Delg<tdo Yepes, Jaime Yepes i José Het'nández Ye-
pes, al pago de los costos. · 

R. J. C!ustillo.--Jf. dej Oonzúlei JJ.-Andrés J. Jliontolío.-_;l. Aneclondo Jlfiu­
?'a.-A. Woss ·1: Chl.--P. Báez Lavastida. 

D.1da i fi t'tn<Hh lH sido b <1nteeior sentencia pot' los señores jueces 
. que en ella fi.~·ut·an en b <tudiencia pública del día quince de ·mayo de mil 
novecieut')S diez i ocho, lo que yo, Scct'etario Genet·al eertifico. 

Octavio Ll)ndolfi. 

* 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 

En nombre de la Re~ública. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el o señor Víctor Si !lié, propie~ 
tario;- de este domicilio i residencia, contra sentencie¡. de la Corte de Apelación 
de Santo D.)mingo, de fecha once de julio de mil novecientos diez i siete, dic­
tada a favor del señor Juan Parra Alba. 

Visto el Memorial d~ pedimento depositado en la Secretarí¡;vGenerai por el 
abogado del ~ecurrente, en el cual se alega, contra la sentencia impugnada, la 
violaciÓn de los artículos 141, 142 del Código de Procedimiento CiviC i 1319, 
II34 i 1315 del Código Civil. -

Oido el informe d~l magistrado Juez Relator. 

Oido al Dr. Manuel A. Machado, abogado· del recurrente, en su escrito de 
alegatos i en sus conclusiones. · 
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Considerando: que b Suprem<1 Corte de Justicia no puede <;onocer ele 
ningún asunto sobr·e el cual haya recaído una sentencia Cle la Corte, de 
Apelaci'ín sino en los casos expresamente determinados en la Constitu­
ción en los cuales las Cortes dE> Apelación fallaran en pr·imera instancia; 
ni puede conocer· de las sent3ncias de las mismas Cot·tes sino en StJs fun-
ciones de Corte dé Casación. · 

Considerando: que el conflicto real o apar·ent·e, t·esultante de la coe­
xistencia de la srmten~L1 del Juzgado de Aztu, i c]e la del dé Santo Do- . 
mingo, que o1·denan la mensur·a i pa1·tición del mismo $itio comunem, 
según los demandantes, i comisionan a distintos notar· íos para las .. opem­
ciones consiguientes, fué resuelto por· L1 Cor·te de Apebción de Santo Do­
mingo; i que su sentencia no ha sido impugnada poi· ninguna. de las vías 
de der·echo; que pot· ta.nto e3 impr·ocedente lo que solicitan los menciona· 
dos demandantes ante la SupremaCot·te. 

Pot• tales motivos h Suprema. Corte de Justieia, ndministrándob en 
nombt~e ele la. Repúbliea i por autoridad de la. Lei, falla; 1° qué de5e re· 
chaza1~ i rechaza pot·-im procedente la demanda de los sei'íores Angel M. 
Delgado Yepas, Jaime Yepes i José He1'11ánclez Yepes para que prevaJez­
ca. la sentencia del Juzgado de Pr·imera.. Instancia de Sa'nto Dumingo a .qüe 
se refieren en su esct'ito; 2° que debe condenar i condena a lo"s mismos 
señor·es Ang·el M. Delg<tdo Yepes, Jaime Yepes i José Het'nández Ye-
pes, al pago de los costos. · 

R. J. C!ustillo.--Jf. dej Oonzúlei JJ.-Andrés J. Jliontolío.-_;l. Aneclondo Jlfiu­
?'a.-A. Woss ·1: Chl.--P. Báez Lavastida. 

D.1da i fi t'tn<Hh lH sido b <1nteeior sentencia pot' los señores jueces 
. que en ella fi.~·ut·an en b <tudiencia pública del día quince de ·mayo de mil 
novecieut')S diez i ocho, lo que yo, Scct'etario Genet·al eertifico. 

Octavio Ll)ndolfi. 

* 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 

En nombre de la Re~ública. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el o señor Víctor Si !lié, propie~ 
tario;- de este domicilio i residencia, contra sentencie¡. de la Corte de Apelación 
de Santo D.)mingo, de fecha once de julio de mil novecientos diez i siete, dic­
tada a favor del señor Juan Parra Alba. 

Visto el Memorial d~ pedimento depositado en la Secretarí¡;vGenerai por el 
abogado del ~ecurrente, en el cual se alega, contra la sentencia impugnada, la 
violaciÓn de los artículos 141, 142 del Código de Procedimiento CiviC i 1319, 
II34 i 1315 del Código Civil. -

Oido el informe d~l magistrado Juez Relator. 

Oido al Dr. Manuel A. Machado, abogado· del recurrente, en su escrito de 
alegatos i en sus conclusiones. · 
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Ojdo al Lic. Manuel de J. Camarena Perdomo, abogado constituido junfo 
con el Lic. Francisco J. Peynado i Dr. M. García Mella, por el intimado,. en su 
escrito de réplica i en susconclusiones. 

Oído a'l Dr. M. García Mella, en repre~entación del Lic. Rafael A. Sánchez, 
abogado de losseñores Pablo, Buenaventura, Damián, Rosa, Teresa i María 
Báez Lavastida, demandados en garantía, en su escrito de réplica i en sus con~ 
e lusiones. 

_ Oído el dictamen, del magistrado Procurador General de la República. 

La Suprema Córte después de haber deliberado, i vistos los artículos 141, 142 
del Có.digo de Procedimiento Civil; 1319, 1134 i 1315 del Código Civil; i 71 de la 
Leí sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que para.no ordenar la informacion testimonial solicitada 
por el señor Sillié, la Corte de Santo Domingo se fundó en que tanto por el tí· 
tulo de compraventa de.la Esperanza, cuanto por los planos i actos de mensura 
de ese sitio, se comprueba que los solares que ocupan las casas litíjiosas están. 
comprendidos Em los linderos d·e- aquella propiedad; i en que la información 
testimonial pedida por el señor Síllié para justificar que los solares en los cuales 
están construidas lás casas perteneda al Estado dominicano, por estar situadas 
en «rellenos» que se hicieron cuando-se trabajaba en la limpieza del río, era 
inuecesaria a ineficaz, por cuanto no po .. dría desvirtuar los hechos establecidos 
por los actos auténticos que~ constaban en autos, i por cuanto, aún aceptando 
que se hubieran hecho los «rellen~s» en los sitios ocupados por -las casas, resul~ 
ta)-ía inexplicable que colindaran por el norte, sur i este con la Esperanza, según 
resulta de los actos de donación de dichos solares, que hizo el Estado al señor 
Si \lié; que por tañto la Corte motivó el rechazo de la prueb~ testimonial· pedida 
por el señor Sillié; i el medio de casación deducido de la violación por falta de 
motivos, del articulo _141 del Código d_e Procedimiento Civil, es inadmisible. 

Considerando, que ni el error en el cual, según el recurrente, incurrió la 
Corte de Apelaci6n al referirse a los linderos de los solares, prescindiendo de la 
rectificación de los mismos contenida en un título riuténtié:o, ni la -afirmación de 
la Corte de que aún cuando se probara el aferramiento no se podría demostrar 
que las casas de Sillié lindaban éon la Esperanza, no tienen ninguna relación 
con lo que dispone el artículo 142 del Código de Procedimie.nto Civil para la 
redacción de las sentencias; 'i portanto la alegada violación de ese artículo es 
imp~ocedente. 

Considetando, que si del hecho pe que Sillié hubierá sido arrendatario de 
la Esperanza, no era lógico deducir, como parece lo hizo la Corte de Santo Do- • 
mingo, que los solares de las casas litijiosas formaban parte del terreno de la 
Esperanza, ese evidente error de fa Corte no afecta ni en su carácter ni en sus 

- efectos el contrato de arrendamiento que existiera entre el señor Damián Báez 
i el señQr Sillié; que por tanto no hai tal violación del artículo 1134 del Código 
Civil. 
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Considerando, que tampoco eslá funpada la violación del artículo 1315 del 
Código Civil, una ;ez que la Corte de,Santo Domingo no ha desconocido en su 
·sentencia la regla que, la prueba incumbe alactor, puesto que el demandante 
apoyaba su pretensión e~ un acto notarial de compra i en los planos de ·Ja Es-
peranza levantados por un agrimensor. -

<;:onsiderando, que la información testimoniSJI pedida por el señor. Sillié no 
tendía a contradecir los actos auténticos de su contraparte, ni, si hubiera sido 
·ordenada, habría menoscabado la fe debida a los mismos; puesto que lo que él 
pretendía. probar por ese medio era que los solares de sus casas formaban parte 
-de un terreno levantado artificialmente, fuera de los límites de la Esperanza, i 
sobre el lecho del Ozama; que por tanto al denegar la Corte de Santo Domingo 
la información testimonial pedida por Sillié, por considerarla ínútil en razón de 
lo establecido en los actos auténticos de la parte contraria, cometió un error de 
derecho, dando al artículo 1319 del Código Civil Ínayor extensión de la que le dió 
·el lejislador; que en consecuencia procede la casación de la sentencia por ese 
·solo medio. · ' 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte 'de Apelación de Santo Do~ 
mingo de fecha once de julio de mil novecientos diez i siete; envía el asunto 
·para su conocimier1to por ante la Corte de Apelación de la Vega i condena _en 
costos al señor Juan Parra Alba. · 

R. J. Castillo.-M. de J. González M.-A. Arredondo Miura.-A. ll7oss i 

-Gi/.-Andrés J. Montolío. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores jueces que en 

·ella figuran, en la audiencia pública del día tréinta i uno de mayo de mil nove~ 

-cientos diez i ocho, lo que yó, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 

/. 

, 
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~f:+i SECCION DE LA OORTE DE APELACION DE SA~TO DOMINGO 

~~~-; :~;·~J.:.::-

:~\·(;~i~\;~· .. " 

Dios, Patria y Libertad.- Repúblicá Dominiiana. 
En nombre de la República. 

_ En la ciudad de Santo Do mingo a los treinta i un días del raes de Eneto de, 
mil novecíentos doce, 68 de la Indepéndencia i 49 de la Restauración. ' 

La Corte de Ápelación de Santo Domingo, competentemente reunida en la 
sala donde celebra sus audiencias, compuesta de los Magistrados Licenciados 
Manuel de Jesús Gonz:ález Marrero, Presidente; Domingo Rodríguez Montaña, 
C. Armando Rodríguez, Vetilio Arredoodo, .Jueces; Rafael A. Castro, Procuraqor 
General, asistidos del infrascrito Secretario ha 'dictado, en sus atribuciones co­

-rreccionales i en defecto, lasentencia siguiente: 
En el recurso de apelación interpuesto por el acusado Loreozo Ramírez, de 

treinta años de edad, estado· soltero, profesión agricultor, natural de «Hatillo» 
i del domicilio de Guarez, común de San Cristóba.l, contra sentencia del .Juzgado· 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, que .le condena 
por haber tumbado árboles en- el predio de la propied·Hl de Félix González, a. 
sufdr la pena de seis meses de prisión correccional, restitución del valor de los 

· árqoles que tumbó i pago de .costos. 
Leído el rol por el Alguacil de Estrados de esta Corte, ciudadano .José María 

Nolasco. 

Oída la lectura de la decisión de la Cámara de Calificacióu, la del dispositivo 
de la sentencia apelada i la del acta de apelación. 

Oída la exposición del hecho por el I\1agistrado Procurador Ge¡)eral i la lec­
tura de la lista de los testigos. 

Oída la lectura .de las declaraciones de los testigos ausentes. 

Oído al Magistrado Pi'ocurador General en la lectura de su dic:tamen que 
termin¡¡c como sigue: «Por estos moti vos, M agistradoE, salvo vuestro m á e; ilustrado 
criterio a este resp-ecto, el .Ministerio Público os pide que confirmeis la sentencia 
apelada condenando además al acus-ado en defecto i a los costos de esta instancia». 

AuTos VIsTos: 

Resultando: que el veiutitres de Mayo de mil novecientos diez, el señor 
FéliK María Gonzilez elevó querella al Procurador \Fiscal del Distrito Judicial de 
Santo Dom~ngo, contra el nombrado Lorenzo Ramírez, acusándole de haberse 
introducido en un monte de la propiedad del exponente, derribando i explotando 
como doscientos árboles, i fomentando una labranza, a pesar de sus protesths. 

Resultando: que de la averiguación del hecho quedó demostrado, que el in­
culpado derribó algunos árboles de la propiedad del querellante, de los que hizo. 
varios postes para cercas de alambre i los vendió a los americanos explotadores de 
las minas vednas. · 

Resultando: que el Juzgado aguo condenó al acusado a las penas que se 
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leen en otro lugar de esta sentencia, i no conforme con el fallo, iuterpuso recurso 
de-·apelación; que esta Corte fijó la audiencia de hoy para la vista de la causa. 

Resultando: que el apelante Ramirez no compareció a pesar de haber sido 
legalmente citado; i que el Procurador General pidió.se le juzgara con aplicación 
del artículo 185 del Código de Procedimiento Criminal. 

La Corte después de haber deliberado. 

Considerando: que si «?1 apelante no está eu pdsióu preventiva i uo- compa­
rece a la vista de la causa apesar de haber sido legalmente citado se le juzgara. en defecto. · 

Considerando: que está demostmdo suficientemente que el apelante cuando. 
cortó los árboles aludidos, sabía estaban ei:J terrenos de la propiedad del recurren­
te; que corno el número de árboles derribados no está determinado en forma. 

, legal e incuestionable, no es posible establecer la gradación de penas establecidas 
por el artículo 445 del Código Penal. 

Considerando: que confesado el hecho por el apelante, i demostrad-o que fue­
ron más de uno los árboles derribarlos, la pena impuesta por la sentencia apé­
lada es justa i merecida. 

Por tanto i vistos los artículos 445 del Código Peual i 185 i 194 del de Pro< 
cedimiento Criminal que fuewn leídos por el Magistrado Presidente i dicen así:·~ 

Artículo 44.5 del Código Penal: «Los que a sabiendas, tumbaren uno o mu-
chos árboles pertenecientes a otro dueño, serán castigados con prisión· cm:reccio" 

·na!, cuya duración se regulará rlesde seis días hasta seis meses por cada árbol qüe 
hubieren tumbado,·Bin qne la totalidad de las penas pueda en ningún caso exce~ 
der de cinco años, sea cual fnere el número de árboles que hubieren derribado» .. 

Artículo 185 del de Procedimiento Cl'iminal: <<Si el incnlpado no compare~ 
ciere, se le juzga en defecto». 

Artículo 194 del _mismo Código: Toda sentencia de condena contra el proce,., 
sado i contra las personas civilmente responsables del delito o contra la parte ci­
vil, lo condenat·á a los costos: Los costos se liquidarán por lri secretaría». 

La Corte de Apelación de Santo Domingo, administraudo justicia,. en nom­
bre de la República, por autoridad de la Ley, eu mérito de los artículos citados 
i oído el dictamen del Magistrado Procurador General, falla: conforme la senten- , 
cia dictada poi' el Juzgado de Primeralnstancia del Distl'ito .Judicial de Santo· 
Domingo, el veintiuno de Julio cle mil novecientos once, que condena al apelan" 
te Lorenzo Ramírtz, de las generales que constan, a la, pena de seis meses de pri.; 
sión correccional, restitución del valor de los árboles que tumbó en la propiedad 
del Sr. Félix González i al pago de los costos. Se le condena además, en los cos­
tos de esta instancia, por el hecho de tumbar árboles, a sabiendas, en propiedad 
ajena. 

I por esta nuestra 8entencia en defecto, así se manda i firma. 

M. de J. González JJf.--0. Armando R~dríguez. -D. Rodr·iguez Jlfontafio.~ Ve-
tüio A?Tedondo.- Octo.vio Laldolfi, 8ec7'etario. . 

Dada i firmada ha sidola anterior sentencia pot··los señores Presidente i Jue­
ces que componen esta Corte de Apelación de Santo Domingo, celebrando audien-­
cia pública el mismo día, mes i año arriba expresados, la que fué firmada •. , leída i 
publicada por mí, Secretario que certifico. 

OctaV?~o La.ndolfi. 
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SECCION DE LA CORTE DE APELACION. DE SAN'fiAGO 

Dios, Patria i Libertad.-República Dominicana. 

En nombre de la República. 

En la ciudad de Santiago, a los diez i nueve días del mes de junio del año 
mil novecientos diez i siete, 74 de la Independencia i 54 de la Restauración, 
sie'1do la una del día. 

La Corte de Apelación de SantiagQ.. .. competentemente constituída, en el . 
Palacio de Justicia, en la sala donde acostumbra celebrar sus audiencias públi~ 

cas, compuesta de los Magistrados Juan Bautista Pérez, Presidente; José Joaquín 
Hungría, Augusto Franco Bidó i Antonio Edmundo Murtin, Jueces; Agustín 
Acevedo, Procurador General, asistidos del infrascrito Secretario, ha rendido, en 
sus atribuciones criminales, la sentepcia siguiente. 

En el recurso de apelación interpmesto por el Procurador Fiscal del Distrito 
. Judicial de Puerto Plata, i por el Procurador. G~neral de esta Corte, contra sen· 
tencia renc~ida por·el Juzgado de Primera In;;tancia de aquel Distrito Judicial, de 
fecha veintio¡:ho del mes de marzo del corriente año, que condena al nombrado 
José León o Vázquez, a: la pena de un año í un día de prisión correccional, i al 
pago de las costas procesales, por haber cometido el crimen de tentativa de 
estupro con RrinCipio de ejecución-en la níña Wenceslá Silverio. 

Leído el registro de la causa poi' el Alguacil de .Estrados de esta Corte,. 
ciudadano Nepomuceno Hernández. 

Oída la lectura de las actas de apelación i la del dispositivo de la sentencia 
apelada. 

' Oídoal Magistrado Procurador General, en la exposición del hecho . 

. Oída la declaración de la señora María Silverio, madre de la agraviada así 
como la del señ~r José, Rodríguez, padre de crianza de ésta. 

Oída la lectura de la certificación médico~legal. 

Oído al acusado en su. interrogatorio. 

Oído nuevamente al Magistrado Procurador General en el resumen del 
hecbo i su dictamen que termina así: «Por las razones expuestas, Magistrados, 
concluimos pidiendoos reforméis la sentencia apelada en cuanto a' la pena 
impuesta i de acuerdo con los artículos 2° i 332 primera parte del Código Penal, 
condenéis al acusado José León o V ázquez, a la pena de trabajos públicos por 
el tiempo que estiméis conveniente i a las costas». 

Oído al abogado del acusado, Licenciado Eduardo M!. Sanchez Cabra], en 
sus medios de defensa que terminó del siguiente 1hodo: «Por esas razones 
suplicam::n que se coafirme la sentencia del Juez a-guo. 
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AUTOS VISTOS. 

Resnlta· que en la ciudad de Puerto Plata el) la noche del tres de setiembre; 
de mil novecientos diez i seis, el nombrado José León o V ázquez, llevó la niña 
Wenceslá Silverio, quien según las declaraciones ·de su madre i la del mismo 
acusado, sólo tiene de cinco a seis años de edad, a un lugar solitario i se entregó 
a actos impúdicos sobre ella; que al día siguiente la madre de la agraviada se 
quejó de lo ocurrido al Comisario de Policía interino, quien a 'su vez denunció el 
hecho al Magistrado Procurador Fiscal de aquel Distrito Judicial.. 

Resulta: que reducido a prisión José León o Vazquez e instruída la sumaria 
c·orresponcliente, la Honorable Cámara de Calificación, por decisiÓn de fecha­
tres de febrero del año en curso, lo envió ante el Juzgado CriminaL bajo la. 
acusación de estupro de una meno·r de once años. · 

Resulta: que dicho Juzgado conoció del asunto en fecha veintiocho de 
marzo i considerando el hecho como tentativa de estupro i acojiendo. en favor 
del acusaqo circunstancias ,átenuantes, lo condenó a un año i un día d~ prisión 
correccionaL 

Resulta: que no conforme con esta sentencia, el Magistrado Procurador 
Fiscal de Puerto Plata, interpuso recurso de apelación para ante esta Corte; que 
a su vez el Magistrado Procurador General, para cubrir la falta de notificación al 
acusado de la <?pelación del Procurador Fiscal, interpuso igual recurso. en 
tiempo hábil i en la forma indicada por la lei. 

Re~ulta: que abiertn la audienciá de hoi, fijada para la vista pública de la 
causa, el Consejo de la Defensa alegó que la Corte no estabalegalmente ampaw 
rada de la apelación del Magistrado Procurado-r General porque ésta era nula 
por no establecer los motivos en que se fundaba. 

Resulta: ·que la Corte, considerando que la Lei no exije que la apelación 
Fiscal sea motivada, decidió el incidente declarando buena i válida la apelación 
del Magistrado Procurad9r General i ordenando se continuara la vista de la 
causfl, la que tuvo lugar con las formalidades de Leí. 

La Corte después de haher deliberado. 

Considerando: que para que la tentativa pueda ser considerada como el 
crimen mismo, preciso es que se manifieste-con ul!- principio de ejecución i que 
el culpable no haya logrado sus propósitos por causas independientes de su 
voluntad; que en el caso de la especie los hechos no muestran claramente si ·el

1 

acusado se vió obligado a desistir de sus propósitos o si voluntariamente désisw 
tió de ellos; que la certificación médico-legai a,! afirmar que los órganos genitales _ 

de la agraviada no presentaban signos de violencia es más bien favorable a l. 
desistimiento valuntario, que en tales circunstancias preciso es reconocer que la 
tentativa castigable no está bier1 caracterizada, pero que descartada la 'tentativa 

¡ teniéndose en cuenta gue la expresión sÍn vÍolenóa dei'artículo 331 del Código 
Penal no excluye la violencia del atentado al pudor sino que al contrarío. esta-

. i 
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blece una presuncwn de violencia en favor de los menores de once años, 
destinada a protejer la infanda i a dispensar al Ministerio Público de probarla, e 1 
hecho presenta todos los elementos del crimen de atentado al pudor previsto 
por dicho artículo; que en consecuencia, procede cambiar la calificación dada al 
hecho i anular la sentencia apelada. 

Considerando: que el beneficio de las circunstancias atenuantes acojidas 
por el Juez a-guo, no puede ni debe mantenerse al acusado, pues sus malos 
antecedentes, la tierna edad de la víctima i demás circunstancias del hecho, le 
hacen más bien m-erecedor qe la severidad del Juez. 

Considerando: que toda· sentencia de condena contra el procesado, le con~ 

denará además en costas. 

Por tales motivos i vistos los artículos 331, primera parte, i 23 del Código 
Penal i 277 del·de Procedimiento Criminal, que fueron leídos por el Magistrado 
Presidente i dicen así: 

Artículo 331, primera parte del Código Penal:. <El atentado al pudor, 
consumado sin violencia en la persona de un niño de uno u otro sexo, de mi:mos 
de once años de edad, se castigará con pena de reclusión». 

Artículo 23 del mismo Código: «La duración máx:ima de esta pena será de 
·cinco años i la mínima de dos años». 

Artículo 277 del de Procedimiento Criminal: «El acusado o la parte civil 
que sucumbiere, será condenado en las costas». 

La Corte de Apelación de Santiago, administrando justicia, en .nombre de 
la República, por autoridad de la Leí, en mérito de los artículos citados i oído el 
dictamen del Magistrado Procurador General, falla: que debe anular i anula la 
sentencia apelada que condena al nombrado José León o Vázquez, a sufrir la 
pena de un año i un día de prisión correccional por tentativa de estupro i obran­
do por propia autoridad -le condena a sufrir la pena de tres años de reclusión por 
atentado al pudo¡;_ en la persona de una menor de cinco. años. Condenándole 
además a las costas de ambas instancias. 

I .por esta nuestra sentencia, así se pronuncia, manda i firma. 

Dr. Juan B. Pérez.-José J. Hungría.-Augusto Franco Bidó.-Si/vio 
Silva, Secretario. 

Dada i firmada ha sido la sentencia que antecede, por los Magistrados Pre­
sidente i Jueces que componen la Corte de Apelación de Santiago, celebrando 
audiencia pública, el mismo día; mes i año arriba expresados, la que fué leída, 
firmada i publicada por mí Secretario que certifico. 

Si/vio Silva, Secretario. 

,_ 
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